
PROPOSICIÓN ADITIVA 

 
 

Adiciónese un artículo al Proyecto de Ley No. 064 de 2020 Cámara “Por medio de 
la cual se modifica el título IV de la Ley 1564 de 2012 referente a la insolvencia de 
persona natural no comerciante y se dictan otras disposiciones” acumulado con el 
Proyecto de Ley No. 114 de 2020 Cámara “Por medio de la cual se modifican 
disposiciones del proceso de insolvencia de personas naturales no comerciantes 
acumulado con el Proyecto de Ley No. 333 de 2020 Cámara “Por medio del cual se 
promueven mecanismos de acceso efectivo a los procesos de insolvencia de 
personas naturales no comerciantes Covid 19 y se dictan otras disposiciones 
transitorias.”, para que quede así: 

 
 

“Artículo Nuevo. Adiciónense tres parágrafos al artículo 532 de la 
Ley 1564 de 2012, los cuales quedarán así: 

 
Parágrafo Primero. En el evento de haber adquirido el deudor 
una o más obligaciones teniendo la calidad de comerciante, el 
trámite de su insolvencia se sujetará al régimen previsto en la Ley 
1116 de 2006, así no tenga tal carácter al momento de la solicitud. 

 
Parágrafo Segundo. De presentarse alguna controversia entre el 
deudor y sus acreedores frente a la calidad de no comerciante del 
deudor persona natural o de su domicilio, o de su condición de 
controlante de una sociedad mercantil, se resolverán mediante el 
trámite previsto para las objeciones. 

 

Parágrafo Tercero. Toda controversia u objeción puede ser 
sometida a los mecanismos de solución alternativa de 
controversias, incluyendo por medios electrónicos.” 

 
 
 
Justificación: 

 
La anterior propuesta encuentra asidero en el sentido de evitar que deudores 
personas naturales que han tenido la calidad de comerciantes, y que adquirieron sus 
obligaciones en tal carácter, busquen burlar el trámite de la Ley 1116 cancelando su 



registro mercantil, lo cual se constituye en un abuso del derecho, con provecho 
ilegítimo y desleal, afectando los derechos e intereses de los acreedores 
disfrazándose de no comerciante, para adelantar las diligencias ante operadores 
condescendientes y tolerantes. Esta situación, además, genera la pérdida de la 
garantía que otorga el Fondo Nacional de Garantías a los Créditos Mercantiles. 
También se ha utilizado para generar dilaciones provocadas en los trámites de 
recuperación ejecutiva de las obligaciones, especialmente en su etapa final, lo cual 
se constituye en una violación directa a los principios esenciales del debido proceso, 
lealtad procesal y acceso a la justicia. 

 
De otra parte, se propone que el trámite de las objeciones que se presenten por 
esta causa, o las derivadas del domicilio del deudor, se resuelvan como una objeción, 
definiendo así y de manera clara una zona gris que actualmente se presenta y que 
ha permitido que los encargados de resolverla se excusen. En efecto, actualmente 
no es claro el papel del Juez y del Conciliador con relación a la decisión de las 
objeciones, impugnaciones, controversias y discrepancias, lo cual demora 
injustificadamente su decisión y deriva en una vulneración a las garantías que deben 
existir en todo proceso. 

 
Finalmente, tomando en cuenta las facilidades que brindan actualmente los medios 
electrónicos, se incluye la posibilidad que todas las controversias y objeciones se 
puedan someter a mecanismos de solución alternativa de conflictos (por ejemplo, 
arbitramento), por medios electrónicos, lo cual, además, hará prevalecer la 
autonomía de la voluntad y descongestionará los despachos judiciales. 
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